
 ˒ No cabe duda de que la gestión estatal de la diversidad 
religiosa en Chile ha constituido un ámbito particular-
mente complejo desde los albores de la República. Desde 
las primeras cartas constitucionales (1818, 1822 y 1833), que 
consagraron la hegemonía del catolicismo como religión 
oficial, hasta el marco constitucional vigente (1980), que 
garantiza la libertad de conciencia, religión y culto, la 
relación entre el Estado y lo religioso ha estado marcada 
por tensiones persistentes, productos de los procesos de 
secularización, pluralización religiosa y reconfiguración 
del espacio público.

Un punto de inflexión relevante fue la promulga-
ción de la Ley n.º 19.638, conocida como Ley de Culto (1999), 
que establece la igualdad jurídica de todas las confesiones 
religiosas ante la ley, superando el trato históricamente 
privilegiado de la Iglesia católica y avanzando hacia un 
reconocimiento formal del pluralismo religioso. Este 
cambio se concreta, principalmente, mediante la crea-
ción de la personalidad jurídica de derecho público para 
las iglesias y organizaciones religiosas inscritas en el 
registro estatal, permitiéndoles actuar como sujetos de 
derecho en el espacio público y resguardando, al mismo 
tiempo, su autonomía doctrinal y organizativa. Para las 
comunidades evangélicas —largamente excluidas del 
reconocimiento jurídico pleno—, este avance significó 
una visibilización institucional largamente postergada.

Búsqueda de canales de interlocución
En este marco, en 2007 se crea la Oficina Nacional de 
Asuntos Religiosos (onar) como un dispositivo estatal 
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encargado de la gestión de la diversidad religiosa, depen-
diente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Sus funciones se orientan al diálogo interreligioso, 
al acompañamiento de las confesiones en sus procesos de 
reconocimiento jurídico y a la articulación de la asistencia 
religiosa en instituciones públicas. Con ello, el Estado re-
conoce formalmente la autonomía de las organizaciones 
religiosas, al tiempo que establece canales institucionales 
de interlocución. Sin embargo, la sola existencia de esta 
entidad no ha sido suficiente para garantizar una política 
pública coherente y sistemática en la materia.

La creación de la onar gatilló, de manera indepen-
diente de la estructura estatal, la conformación de oficinas, 
unidades o departamentos de asuntos religiosos en el nivel 
municipal. No obstante, a la fecha no existe una estructura 
institucional homogénea para su implementación, que-
dando su creación y funcionamiento supeditados, en gran 
medida, a la voluntad política del alcalde de turno. Aunque 
estas instancias suelen depender administrativamente de 
la Dirección de Desarrollo Comunal (dideco) —encargada 
de la vinculación con la sociedad civil—, su continuidad 
y orientación responden más a valoraciones políticas co-
yunturales que a criterios técnicos o normativos estables.

El Estado y sus carencias  
ante la diversidad religiosa

Pese al rol central que las agrupaciones 
religiosas tienen en nuestra sociedad, ni 
desde la institucionalidad estatal ni desde los 
municipios existen capacidades para apoyar 
la diversidad de esas expresiones.

Hay en esta tarea una exigencia democrática. 
No es aceptable que hoy dependa de la 
discrecionalidad del alcalde de turno el modo 
como se aborda y valora a las realidades 
religiosas de las realidades locales.
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homogéneo y fácilmente movilizable. Esta lectura revela un 
profundo desconocimiento de la heterogeneidad interna 
del campo religioso, así como de la diversidad de sensibi-
lidades doctrinales, valóricas y morales que lo atraviesan.

Otro aspecto crítico radica en la ausencia de un 
modelo de gestión claro para abordar la diversidad reli-
giosa a nivel local.

Mientras algunos encargados de las omar recono-
cen no contar con orientaciones definidas, otros limitan 
su acción a la promoción del diálogo interreligioso. Si 
bien este ha sido un instrumento útil para la resolución 
de conflictos en ciertos contextos europeos, su aplicación 
acrítica en Chile exige ser revisada.

Basta recordar que, durante buena parte del siglo xx, 
los espacios interreligiosos excluyeron sistemáticamente 
a las espiritualidades ancestrales y pueblos originarios, 
reproduciendo jerarquías simbólicas bajo una retórica 
de inclusión.

Asimismo, en no pocos casos se opta por eludir los 
conflictos, privilegiando consensos superficiales que evitan 
el disenso. Frente a ello, resulta indispensable avanzar hacia 
un conocimiento más profundo de las propuestas, capaci-
dades y aportes concretos de las agrupaciones religiosas en 
el territorio, reconociéndolas como actores relevantes en la 
construcción de tejido social. Su potencial contribución al 
abordaje de problemáticas como la pobreza, la desigualdad, 
la cesantía, el ausentismo escolar, las adicciones, la violen-
cia o la discriminación no puede seguir siendo ignorado.

En definitiva, la gestión de la diversidad religiosa 
constituye una tarea urgente que continúa siendo abordada 
de manera fragmentaria y poco sistemática por la institu-
cionalidad estatal y municipal. Esto resulta particularmente 
grave si se considera el rol central que las agrupaciones 
religiosas desempeñan en la sociedad chilena, no solo a 
través de su labor asistencial y comunitaria, sino, sobre 
todo, por su capacidad para otorgar sentido, orientación 
y marcos de significado a la vida de millones de personas. 
Atender esta dimensión con rigor, seriedad y criterios 
institucionales claros no es solo una necesidad técnica: 
es una exigencia democrática.� M

En consecuencia, la activación de una Oficina 
Municipal de Asuntos Religiosos (omar) se inscribe en 
dinámicas locales de poder, reconocimiento y gober-
nanza donde la gestión de la diversidad religiosa queda 
condicionada por la lectura que cada gobierno comunal 
realiza sobre la relevancia del fenómeno religioso en el 
espacio público. Esta discrecionalidad no solo debilita la 
acción institucional, sino que reproduce desigualdades 
territoriales en el reconocimiento de los actores religiosos.

Todo ello evidencia la ausencia de estructuras 
consolidadas y de modelos de gestión sistemáticos que 
orienten la acción del Estado y de los municipios en su 
relación con las organizaciones religiosas.

Uno de los déficits más preocupantes de la arqui-
tectura institucional vigente es la escasez de información 
empírica que sustente dichas intervenciones. Tanto a nivel 
nacional (onar) como municipal (omar) —con contadas 
excepciones—, estas entidades carecen de datos básicos 
sobre la realidad que buscan gestionar: número de lugares 
de culto, población religiosa estimada, características de 
las actividades que desarrollan las distintas confesiones.

Ante este escenario, cabe formular una pregunta 
tan simple como inquietante: ¿cómo se gestiona aquello 
que se desconoce?

Desconocimiento y ausencia de modelo de gestión
A ello se suma una mirada instrumental, presente en 
algunos sectores políticos, que reduce el vínculo con las 
agrupaciones religiosas a contextos electorales, bajo el 
supuesto erróneo de que estas constituirían un electorado 
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Durante buena parte del siglo xx, los 
espacios interreligiosos excluyeron 

sistemáticamente a las espiritualidades 
ancestrales y pueblos originarios, 

reproduciendo jerarquías simbólicas 
bajo una retórica de inclusión.
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